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Exp: Q21/507/02 

   

Rectorado Universidad de Zaragoza  

 

 

ASUNTO: Sugerencia relativa a la provisión de espacios e instrumentos de trabajo al 

personal investigador en formación (PIF). 

I. ANTECEDENTES 

PRIMERO.- Mediante escrito firmado el día 17 de marzo de 2021, se registró en esta 

Institución una queja en la que se exponía la situación del personal investigador en 

formación (en expresión abreviada, PIF), en relación con la dotación de espacios y otros 

elementos de trabajo. 

En concreto, el señor que presentó la queja se refirió a lo siguiente: 

«Primero. Informe sobre la situación del estudiantado de doctorado 

Adjunto al presente escrito le manifiesto, en mi nombre y el del resto de las compañeras 

representantes titulares de estudiantes de doctorado en el Comité de Dirección y, a la vez, 

miembros del colectivo PIF  Unizar, del Personal Investigador en Formación de esta 

Universidad, el informe que hemos elaborado en ejercicio de nuestra función 

representativa sobre la situación actual y problemática de dicho colectivo predoctoral 

(con y sin contrato laboral). 

Verá que en dicho informe aparecen una serie de problemas derivados algunos de la crisis 

por el Covid y otros por circunstancias no necesariamente relacionadas con esta causa. 

En todo caso, planteamos también una serie de soluciones, algunas de las cuales ya han 

sido propuestas a los órganos de gobierno de la Universidad, con escaso éxito. 

Segundo. Queja sobre la normativa de espacios 

En segundo término, mediante el presente escrito, elevo queja ante V. E. contra el Acuerdo 

de 21 de septiembre de 2018, del Consejo de Gobierno de la Universidad de Zaragoza, por 

el que se fijan las Directrices para la gestión de espacios de uso docente e investigador y 

de instalaciones y equipamiento científico-técnico, por considerarlo, en el extremo que 
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enseguida detallaré, manifiestamente discriminatorio y, por lo tanto, contrario a 

Derecho. 

Este colectivo envió una propuesta de modificación al equipo de dirección (en anexo) que 

fue debatida en una reunión mantenida en fechas recientes entre nuestros representantes 

y el equipo directivo de la UZ (señores Secretario General, Gerente, Vicerrectores de 

Profesorado y Política Académica). Sin embargo, se descartó cualquier modificación 

alegando una ausencia de discriminación y una adecuada ponderación de los distintos 

intereses.  

La   norma   en   cuestión   (que   puede   ser   consultada 

aquí:https://zaguan.unizar.es/record/75016/files/Directrices%20espacios.pdf) viene a 

establecer una prelación entre el distinto personal de la UZ y otros colectivos para el uso 

de un bien escaso como es el espacio en los edificios públicos de la Universidad. 

El PIF es un colectivo de empleados/as públicos regulado expresamente en el art. 21 de la 

Ley de Ciencia y que tiene como principal función la investigadora, en concreto la 

realización de sus tesis doctorales, sin perjuicio de la colaboración en la docencia, 

regulada tanto en dicha Ley como en el Real Decreto 103/2019, del Estatuto del Personal 

Investigador en Formación (EPIF). Además, tiene la consideración de Personal Docente e 

Investigador según los propios Estatutos de la Universidad.  

Pues bien, en esta norma no se incluye ninguna mención al PIF en el apartado 

correspondiente al uso docente en igualdad de condiciones al resto del PDI, a pesar de sí 

contar, en la mayor parte de los casos, de responsabilidades docentes (en colaboración, 

sí; pero, al final, docencia efectiva y efectivamente certificada como tal por la propia 

Universidad). 

Tras determinar que el profesorado permanente tiene derecho a un espacio, hace lo propio 

con el no permanente (apartado 2.3: se «facilitará un espacio físico»). Sin embargo, la 

única previsión acerca del PIF no aparece entre las correspondientes al personal (o sea, a 

los empleados públicos del PDI de esta Universidad) sino en el siguiente apartado: 

2.5. El decano o director del centro deberá facilitar a los profesores asociados un espacio 

físico para que puedan desarrollar las tutorías en el horario que tengan fijado.  

Los profesores eméritos y los colaboradores extraordinarios con el reconocimiento de 

profesores honorarios disfrutarán, según las disponibilidades del centro, de despacho o de 

los espacios físicos para poder realizar las tareas docentes, investigadoras y académicas 

previstas en la  memoria de actividades que motivó su nombramiento.  

Igualmente, el decano o director procurará, según las disponibilidades del centro, atender 

las necesidades de espacio a quienes estén contratados bajo la modalidad de contrato 

predoctoral del personal investigador en formación u otra modalidad de contrato de trabajo 

específica del personal investigador y colaboren en las tareas docentes del departamento al 

que estén adscritos con docencia en el centro, disfruten de una beca homologada de carácter 

similar, o realicen una estancia de investigación. De igual forma, atenderá las de los 

colaboradores extraordinarios para desarrollar las tutorías en el supuesto de que, de 
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acuerdo con la memoria de actividades presentada, su colaboración se extienda a la 

impartición de clases en másteres universitarios y/o a la colaboración en la docencia 

práctica cuando venga fijada su labor tutorial endicha memoria.  

Desde este colectivo denunciamos que, a todas luces, esta previsión es discriminatoria 

contra el PIF por los siguientes motivos: 

1. No se asegura, a diferencia de lo que sí sucede con el resto del personal, un espacio 

de trabajo, un puesto de trabajo (mesa, silla, ordenador y cajonera o armario), para el 

Personal Investigador en Formación, como se desprendería con carácter general incluso 

de la legislación laboral. 

2. Si bien para el PDI no permanente se establece la obligación de provisión de 

medios, como es lógico, «dentro de las disponibilidades del centro», para el PIF 

directamente no se establece obligación, por cuanto solo «se procurará». 

3. Pero es que incluso se sitúa al PIF en una condición inferior que al del profesorado 

asociado, a la sazón, PDI laboral también temporal, pero no a tiempo completo, como sí 

es el caso del PIF. A los primeros se les «deberá facilitar» un espacio físico. Por lo tanto, 

también tienen derecho al mismo. 

4. El PIF, que es una categoría laboral propia de la Ley de Ciencia pero, atodos los 

efectos, con la consideración de empleado público, aparece en esta enumeración o 

gradación en último lugar (lo cual sin duda puede ser lógico), pero el problema es que 

incluso lo hace por detrás de personas sin vinculación contractual, como el profesorado 

emérito. Por lo tanto, se está primando el mantenimiento de espacios por parte de 

personas sin vinculación contractual frente al aseguramiento de medios para los que sí lo 

tienen. En absoluto se denuncia que en dicha prelación el PIF aparezca en último lugar 

entre el PDI, sino que lo haga en último lugar incluso por detrás de personas que no son 

PDI. 

5. Pero no solo eso, sino que, en esa enumeración, se está equiparando al PIF con 

personas sin vinculación contractual, como personas que disfruten de alguna beca 

(recuérdese, de nuevo, por si acaso, que el PIF no dispone de ninguna beca, sino de un 

contrato), personas que realicen estancias muy breves de investigación o colaboradores 

extraordinarios. El contrato predoctoral tiene una vigencia de 4 años, en los que el 

desarrollo de sus funciones propias debe quedar garantizado por la empleadora (en este 

caso, la UZ). 
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6. Finalmente, y posiblemente lo más importante, se estaría privando de un derecho 

reconocido por la normativa para este personal, con carácter general en la legislación 

laboral y en particular, por el art. 12.c) del EPIF (y otros), que dispone que: «en materia 

de investigación del personal investigador predoctoral en formación, con carácter 

general [se debe garantizar]: el cumplimiento, por parte de los organismos, centros o 

instituciones, de la observancia de las normativas nacionales, estatales o sectoriales en 

materia de salud y seguridad laboral. Las entidades contratantes deberán velar para que 

las condiciones laborales del personal investigador predoctoral en formación, incluido 

aquel con discapacidad, garanticen el rendimiento de la investigación de conformidad con 

la legislación vigente y con los convenios colectivos nacionales, estatales o sectoriales. Así 

mismo, se comprometen a proporcionar unas condiciones de trabajo que permitan al 

personal investigador predoctoral en formación conciliar la vida familiar, el trabajo y el 

desarrollo de las actividades profesionales».  

En definitiva, esta norma atenta contra el principio de igualdad constitucionalmente 

garantizado por discriminar a un colectivo laboral de una entidad pública por el mero 

hecho de que su contrato tenga (todavía por desgracia) tintes bastante precarios. Hasta 

el punto de no garantizar ni siquiera (como se ha desprendido de la encuesta indicada en 

el primer punto, y a la que me remito) el puesto de trabajo (debiendo ser en no pocas 

ocasiones el propio PIF quien se compre el ordenador de trabajo con su exiguo sueldo).  

Pero, a pesar de que esta norma es contestada en términos abstractos, ello no impediría 

que la propia Universidad dotase de los medios necesarios a todos sus empleados y, en 

particular, al PIF. Sin embargo, de los datos de la encuesta que también le enviamos se 

desprende una realidad que, desde hace 2 años, viene siendo denunciada por nuestro 

colectivo: que 1 de cada 4 miembros del PIF no tendría asignado un puesto de trabajo fijo 

y que poder utilizar en exclusiva; y que 1 de cada 2 no tendría a su disposición un elemento 

tan esencial como un ordenador para desarrollar sus funciones. La UZ ha aducido que es 

un problema coyuntural (centrado, por ejemplo, en la  Facultad de Filosofía y Letras). Los 

datos demuestran que no. Y tampoco hay seguridad de que, una vez concluidas las obras 

de tal centro, se vaya a garantizar, vista esta normativa discriminatoria, la necesaria 

provisión de medios.  

Por todo lo expuesto, SOLICITO  

Primero. Si V. E. lo estima conveniente, instar a la Universidad de Zaragoza a atajar los 

problemas derivados del informe que se envía adjunto, con expresa indicación de que no 

deben ser los representantes los que analicen —como se nos indica repetidamente por 

parte de los órganos directivos de la UZ— la situación de estos colectivos, sino los propios 

órganos de gobierno. 
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Segundo. El amparo de V. E. para que, previos los trámites oportunos, si también — como 

nosotros— lo considera contrario a Derecho, inste a la Universidad de Zaragoza a 

modificar la normativa referida para que esta garantice (no como mera facultad 

discrecional de la dirección de cada centro) un puesto de trabajo a todo su personal y, en 

particular, al Personal Investigador en Formación, con la modificación de la normativa 

referida. 

Tercero. Si, de nuevo, lo estima conveniente, la investigación general de la situación de 

este colectivo en la Universidad de Zaragoza como principal centro público de 

investigación en la Comunidad Autónoma de Aragón (...)» 

SEGUNDO.- Admitida a supervisión la anterior queja, se solicitó información sobre las 

cuestiones planteadas en la queja al Sr. Rector Magnífico de la Universidad de Zaragoza. 

TERCERO.- Diligentemente, desde la Universidad de Zaragoza, se ha proporcionado la 

siguiente contestación: 

«PRIMERO.- En la Universidad de Zaragoza hay una realidad previa que es la falta de 

espacio ya que la evolución de la plantilla del personal docente e investigador no se ha 

visto acompasada con un incremento de las edificaciones o una ampliación de su volumen. 

Estas circunstancias exigen la aplicación de las citadas Directrices que regulan la gestión 

y administración de los espacios destinados para uso docente, la gestión y administración 

de los espacios destinados a uso investigador, así como las obligaciones en la utilización 

del patrimonio de la Universidad de Zaragoza y en materia de prevención de riesgos 

laborales. 

SEGUNDO.- En el primer motivo de discriminación denunciado se manifiesta que “No se 

asegura, a diferencia de lo que sí sucede con el resto de personal, un espacio de trabajo, 

un puesto de trabajo (mesa, silla, ordenador y cajonera o armario), para el Personal 

Investigador en Formación, como se desprendería con carácter general incluso de la 

legislación laboral”. 

En relación con este motivo alegado, hay que poner de relieve que la norma reguladora 

distingue, de un lado, el uso docente de los espacios (Directriz primera) y, de otro, la 

utilización de espacios de uso investigador (Directriz Segunda). Dentro de la Directriz 

Primera “Edificios y dependencias de Facultades para uso docente” su número 2 establece 

la rúbrica “Asignación de espacios para el Personal Docente e Investigador” (PDI), que, 

en síntesis, distingue la asignación de despachos o, en su caso, espacios físicos en función 

del carácter permanente o no de la relación y su dedicación a tiempo completo o parcial. 
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Respecto de la asignación de espacios para el PDI no permanente, las Directrices 

diferencian al PDI no permanente a tiempo completo (Directriz 2.3) del PDI no 

permanente a tiempo parcial (Directriz 2.5). 

En ambos casos, el Decano o Director del centro facilitará un espacio físico para que se 

puedan realizar las funciones inherentes a sus obligaciones académicas. En el supuesto 

del profesorado a tiempo completo no permanente el espacio físico se facilita “para el 

desarrollo de su actividad docente e investigadora habitual”, mientras que para los 

profesores asociados se facilita el espacio físico “para que puedan desarrollar las tutorías 

en el horario que tengan fijado”. Es decir, la asignación de los espacios en el centro está 

destinada a la actividad que realiza el PDI no permanente en función de su dedicación. 

Pero hay que poner de relieve que las Directrices restringen la actuación del Decano o 

Director exclusivamente a la provisión de espacios físicos no se establece en dicho 

instrumento la obligación de provisión de medios como manifiestan en su queja los 

denunciantes que es mucho más amplia y que concretan en “un puesto de trabajo (mesa, 

silla, ordenador y cajonera o armario)”. 

Sistemáticamente, la Directriz 2.5 regula la asignación de espacios docentes a los 

profesores asociados, que tienen una dedicación a la docencia a tiempo parcial para que 

puedan realizar las correspondientes tutorías; a los profesores eméritos en función de las 

disponibilidades del centro y las tareas docentes, investigadoras y académicas previstas 

en la memoria de actividades que motivó su nombramiento, así como a quien tiene la 

condición de colaborador extraordinario con el reconocimiento de profesores honorarios 

prevista para quienes previamente han sido profesores eméritos- que cuantitativamente 

en número tienen una escasa relevancia, no así cualitativamente por tratarse de personas 

con “una actividad académica y científica de dimensión y proyección internacional” que 

prestigia a la  Universidad de Zaragoza con su colaboración en las actividades 

académicas, tal como establece la regulación de su nombramiento. Para el PIF se 

establece, igualmente, la posibilidad de atender sus necesidades de espacio condicionado, 

para todo el personal no permanente a las disponibilidades del centro. 

En resumen, excepto para el PDI con vinculación permanente y a tiempo completo al que 

se reconoce el derecho a disponer de los medios necesarios para el desarrollo de sus 

funciones y el cumplimiento de sus obligaciones y la utilización de despacho, para el resto 

del PDI sin vinculación permanente la utilización de espacios está condicionada en todo 

caso por las disponibilidades del centro, que son escasas, y por la actividad académica. 

En relación con las necesidades del PIF hay que recordar que el contrato predoctoral es 

un contrato de naturaleza formativa que tiene “por objeto la realización de tareas de 

investigación, en el ámbito de un proyecto específico y novedoso” [art. 21 a) de la Ley 

14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación] y para la utilización 

de espacios para el ejercicio de la actividad docente, conviene señalar que el art. 4.2 del 

RD 103/2019, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del personal investigador 

predoctoral en formación, establece la posibilidad de colaboración en tareas docente con 

un máximo de 60 horas anuales, pero, a diferencia del profesorado asociado, su 



 

7/15 
Palacio de Armijo | Don Juan de Aragón, 7 | 50001 Zaragoza  

900 210 210 | eljusticiadearagon.es  

colaboración en la docencia es voluntaria y sujeta a la aprobación del departamento 

encargado de la docencia, como se establece en el Acuerdo de 24 de enero de 2020, del 

Consejo de Gobierno, por el que se aprueba la normativa reguladora de la colaboración 

en la docencia reglada de quienes carecen de la condición estatutaria o contractual propia 

del profesorado. De modo que, no se comparte el criterio que sostienen los denunciantes 

en su queja de que no se asegura un espacio de trabajo, la Directriz 2.5 se aplica al PIF en 

las mismas condiciones que al PDI a tiempo parcial cuando desempeña actividad docente, 

sin que pueda considerarse un supuesto de discriminación en la norma. 

A todo ello debe añadirse una consideración fundamental y es que los 

directores de las tesis que elaboran los investigadores en formación tienen el 

compromiso de poner a disposición de sus doctorandos, esto es, del PIF que 

tutorizan, los medios de trabajo requeridos para la investigación. 

Para ello cuentan con la financiación de proyectos de investigación de los que 

forma parte el citado personal investigador en formación. 

TERCERO.‐ En el motivo número 2 se alega “Si bien para el PDI no permanente se 

establece la obligación de provisión de medios, como es lógico, «dentro de las 

disponibilidades del centro», para el PIF directamente no se establece obligación, por 

cuanto solo «se procurará»”. Es decir, los denunciantes en queja hacen descansar el 

motivo discriminatorio en la distinta conducta exigida al Decano o Director del centro por 

las Directrices según se trate de PDI no permanente o de PIF. 

Como se ha dicho en el apartado SEGUNDO, la provisión de medios por decanos y 

directores de centro se limita a proporcionar un espacio físico al PDI no permanente, pero 

en ningún caso se establece la obligación de provisión de medios que como parecen 

entender en su queja los denunciantes, obligación que es mucho más amplia y que 

contextualizan en el motivo número 1 en “un puesto de trabajo (mesa, silla, ordenador y 

cajonera o armario)”. Las Directrices establecen “Igualmente, el decano o director 

procurará, según las disponibilidades del centro, atender las necesidades de espacio a 

quienes estén contratados bajo la modalidad de contrato predoctoral del personal 

investigador en formación u otra modalidad de contrato de trabajo específica del personal 

investigador y colaboren en las tareas docentes del departamento al que estén 

adscritos con docencia en el centro”. El deber de procurar un espacio para atender 

las necesidades de espacio se condiciona a su colaboración en tareas docentes, pero dicha 

actividad docente, como se ha señalado no es objeto del contrato, sino que se ha 

introducido por la vía reglamentaria con carácter voluntario y solo en la medida que 

colaboren en la docencia surgirá el deber de decanos y directores. Por lo demás, el 

planteamiento semántico sobre el que hacen descansar su motivo, en el que, también, 

fundan la discriminación, es meramente dialéctico pues ambos verbos, facilitar y 
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procurar, describen una acción orientada a la consecución de un fin, que no es otro que 

proveer de espacios en las condiciones establecidas en las Directrices. 

CUARTO.‐ El número 3 afirma la discriminación por comparación en los siguientes 

términos “Pero es que incluso se sitúa al PIF en una condición inferior que al del 

profesorado asociado, a la sazón, PDI laboral también temporal, pero no a tiempo 

completo, como sí es el caso del PIF. A los primeros se les «deberá facilitar» un espacio 

físico. Por lo tanto, también tienen derecho al mismo”. 

Este planteamiento introduce en la comparación la dedicación entre el profesorado 

asociado, a tiempo parcial, y el PIF, a tiempo completo, pero elude la diferente naturaleza 

de los contratos. Y es que en la contratación del profesorado asociado “La finalidad del 

contrato será la de desarrollar tareas docentes a través de las que se aporten sus 

conocimientos y experiencia  profesionales a la universidad” y con un contrato temporal 

con dedicación a tiempo parcial [art. 53.b) y c) Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, 

de Universidades (LOU)]”, en cambio la Ley de la Ciencia cifra el objeto del contrato de los 

PIF en “la realización de tareas de investigación, en el ámbito de un proyecto específico y 

novedoso” [(art. 21 a)] con un contrato, también, de duración determinada pero a tiempo 

completo [art. 21.c]). Difícilmente se puede plantear un tratamiento en condiciones de 

inferioridad cuando hay una clara diferenciación normativa y, como se ha puesto de 

relieve en los apartados anteriores, la finalidad dedicada a la actividad docente es la que 

justifica la utilización de los espacios físicos puestos a disposición del PDI. Se vuelve a 

recordar que la actividad docente del PIF es voluntaria frente al profesor asociado que 

constituye el objeto de su actividad. En suma, no se acierta a comprender como se puede 

decir que se sitúa al PIF en una posición inferior al profesorado asociado cuando el punto 

de partida legal es diferente. 

QUINTO.‐ El número 4 de los motivos vuelve a introducir otra comparación: “El PIF, que 

es una categoría laboral propia de la Ley de Ciencia pero, a todos los efectos, con la 

consideración de empleado público, aparece en esta enumeración o gradación en último 

lugar (lo cual sin duda puede ser lógico), pero el problema es que incluso lo hace por detrás 

de personas sin vinculación contractual, como el profesorado emérito. Por lo tanto, se está 

primando el mantenimiento de espacios por parte de personas sin vinculación contractual 

frente al aseguramiento de medios para los que sí lo tienen. En absoluto se denuncia que 

en dicha prelación el PIF aparezca en último lugar entre el PDI, sino que lo haga en último 

lugar incluso por detrás de personas que no son PDI”. 

En este motivo la comparación parte de la vinculación contractual de los PIF con la 

Universidad de Zaragoza frente al profesorado emérito que, según dicho motivo, carece 

de dicha vinculación, así como la existencia de cierta prelación de este colectivo respecto 

de los PIF. Quien o quienes han formulado la queja desconocen la realidad normativa de 

la Universidad, basta remitirse a la LOU para comprobar que en su artículo 48 se incluyen 

diferentes figuras del PDI, en particular se establece, “Asimismo, las universidades podrán 

nombrar profesoras y profesores eméritos en las condiciones previstas en esta Ley” (art. 

48.1, segundo párrafo) previsión que nos remite al artículo 54 bis de la LOU: “Las 
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universidades, de acuerdo con sus estatutos, podrán nombrar a Profesores Eméritos entre 

profesoras y profesores jubilados que hayan prestado servicios destacados a la 

universidad”. Existe una clara vinculación entre el profesorado jubilado que haya 

prestado servicios destacados a la universidad por un periodo mínimo de 15 años (art. 149 

Estatutos de la Universidad de Zaragoza) y la Universidad de Zaragoza a través del 

nombramiento de carácter administrativo como profesorado emérito (antes de la reforma 

de 2007 la vinculación se realizaba a través de un contrato laboral temporal) si se 

cumplen las exigentes condiciones establecidas en el Acuerdo de 22 de febrero de 2019, del 

Consejo de Gobierno de la Universidad de Zaragoza, por el que se aprueba el Reglamento 

de los profesores eméritos, con unas condiciones . Queda clara la condición de PDI del 

profesorado emérito y su vinculación administrativa con la Universidad de Zaragoza que 

les permite realizar actividades docente e investigadora, por lo que, nuevamente, el punto 

de partida es diferente y los comunicantes de la queja yerran en la comparación. 

SEXTO.‐ El motivo 5 está redactado en los siguientes términos: “Pero no solo eso, sino que, 

en esa enumeración, se está equiparando al PIF con personas sin vinculación contractual, 

como personas que disfruten de alguna beca (recuérdese, de nuevo, por si acaso, que el 

PIF no dispone de ninguna beca, sino de un contrato), personas que realicen estancias 

muy breves de investigación o colaboradores extraordinarios. El contrato predoctoral 

tiene una vigencia de 4 años, en los que el desarrollo de sus funciones propias debe quedar 

garantizado por la empleadora (en este caso, la UZ)”. 

El último párrafo del número 2.5 de las Directrices no está equiparando al PIF a ningún 

otro colectivo, se limita a enumerar una serie de colectivos que no tienen obligación de 

impartir docencia, pero pueden colaborar en la actividad docente a través de fórmulas 

complementarias en la docencia y que pueden tener necesidades de un espacio físico para 

atender dicha actividad. Así se ha puesto de relieve con los PIF en el apartado SEGUNDO 

de este informe e igualmente ocurre con el personal contratado bajo la modalidad de 

contrato de trabajo específica del personal investigador, con quienes disfruten de una beca 

homologada de investigación o realicen una estancia de investigación, cuya colaboración 

en la docencia está regulada en el citado Acuerdo de 24 de enero de 2020, del Consejo de 

Gobierno de la Universidad de Zaragoza, por el que se aprueba la normativa reguladora 

de la colaboración en la docencia reglada de quienes carecen de la condición estatutaria 

o contractual propia del profesorado. 

Por lo que se refiere a los colaboradores extraordinarios sin vinculación a la Universidad, 

la disponibilidad de espacios se condiciona a la realización de las tutorías cuando su 

colaboración se extienda a la impartición de clases en másteres universitarios y/o a la 

colaboración en la docencia práctica cuando venga fijada su labor tutorial en dicha 

memoria (Directriz 2.5). 
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SEPTIMO.‐ El motivo 6 y último remacha “Finalmente, y posiblemente lo más  importante, 

se estaría privando de un derecho reconocido por la normativa para este personal, con 

carácter general en la legislación laboral y en particular, por el art. 12.c) del EPIF (y 

otros), que dispone que: «en materia de investigación del personal investigador 

predoctoral en formación, con carácter general [se debe garantizar]: el cumplimiento, por 

parte de los organismos, centros o instituciones, de la observancia de las normativas 

nacionales, estatales o sectoriales en materia de salud y seguridad laboral. Las entidades 

contratantes deberán velar para que las condiciones laborales del personal investigador 

predoctoral en formación, incluido aquel con discapacidad, garanticen el rendimiento de 

la investigación de conformidad con la legislación vigente y con los convenios colectivos 

nacionales, estatales o sectoriales. 

Así mismo, se comprometen a proporcionar unas condiciones de trabajo que permitan al 

personal investigador predoctoral en formación conciliar la vida familiar, el trabajo y el 

desarrollo de las actividades profesionales»”. 

El último motivo tiene que ver con la actividad investigadora y una supuesta privación de 

un derecho reconocido en el Estatuto del personal investigador predoctoral en formación 

y no con la Directriz de espacios para uso docente cuyos efectos discriminatorios han 

tratado de poner de manifiesto a lo largo del escrito de queja los interesados. En este 

motivo se hace valer el derecho a la seguridad y salud laborales, a las condiciones 

laborales que garanticen el rendimiento de la investigación y la conciliación de la vida 

familiar y laboral, cuestiones que nada tienen que ver con la utilización de espacios para 

uso docente, que es lo que se regula en la Directriz primera y en sus números 2.3 y 2.5  que 

con tanta insistencia han hecho valer. 

Como se demuestra en este informe, emitido por el Adjunto al Rector para la Reforma 

Estatutaria, Coordinación Normativa y Desarrollo de la Negociación Colectiva, que 

hacemos nuestro, no existe una discriminación de la Universidad de Zaragoza hacia el PIF 

frente al resto de PDI y no se comparte la queja de los denunciantes que la normativa 

discrimine a dicho colectivo ni que atente contra el principio de igualdad por razones de 

la condición contractual del PIF». 

CUARTO.- Durante la tramitación del presente expediente, se han celebrado entrevistas, 

en momentos distintos, con el promotor de la queja y con responsables de la Universidad 

de Zaragoza. 
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II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

PRIMERA.- En la queja, el ciudadano, miembro del personal investigador en formación 

(al que nos venimos refiriendo como PIF), plantea una serie de reivindicaciones  para 

mejorar las condiciones de trabajo de este colectivo.  

Dichas peticiones se relacionan especialmente con la dotación de espacios e instrumentos 

de trabajo, aunque también en la primera de las solicitudes se interesa que sean las 

autoridades académicas –y no los representantes del PIF- quienes analicen la situación de 

estos investigadores. 

Valorando esta cuestión inicial, desde esta Institución, debe partirse de que nos 

encontramos ante empleados públicos que desarrollan su actividad investigadora –y, en su 

caso, docente- en la Universidad de Zaragoza, con la que están vinculados contractualmente.  

Siendo esto así, y aunque en la respuesta de la Universidad no se ha rechazado esta 

pretensión (al menos, expresamente), no parece improcedente recordar que la Universidad 

de Zaragoza debe llevar a efecto sus responsabilidades con estos empleados públicos como 

con cualesquiera otros, sin perjuicio de sus especificidades vinculadas con la vertiente 

fundamentalmente formativa de la actividad de estas personas; todo ello, de acuerdo, por 

un lado, con el principio de irrenunciabilidad de las competencias de los órganos 

administrativos del art. 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público y, por otro, con la obligación del empresario de proveer los necesarios instrumentos 

de trabajo para dar ocupación efectiva a sus empleados [art.4.2 a) del Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, de aprobación del Texto Refundido del Estatuto de los 

Trabajadores]. 

De ahí que, en efecto, las autoridades universitarias deban responsabilizarse de la situación 

profesional de estos empleados públicos, de acuerdo con lo que disponga la legislación 

aplicable. 

SEGUNDA.- Entrando a valorar  el segundo de los asuntos expresados –que es el medular-

, lo primero que debe destacarse es que la escasez de espacios físicos por la evolución de la 

plantilla de la que habla el Sr. Rector en su informe resulta coherente con el  incremento del 

personal en general  al servicio de la Universidad de Zaragoza (incluyendo en este punto al 

personal docente e investigador y al de administración y servicios), que, respecto al período 

comprendido entre los años el primero de enero de 2008 y el primero de julio de 2019, ha 

sido cuantificado por Antonio EMBID IRUJO, “Informe general sobre el Gobierno Local en 

2019” en el Anuario Aragonés de Gobierno Local, 11, 2020, p. 27.  
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Un segundo elemento en el que también deben asumirse las consideraciones  expresadas 

por el Sr. Rector se vincula con la necesidad de dotar de espacios a quienes desarrollan 

funciones docentes de modo sistemático para poder, por ejemplo, llevar a efecto las tutorías  

si éstas se llevan a cabo de manera presencial.  

En cualquier caso, desde esta Institución no se considera procedente valorar eventuales 

discriminaciones entre los diferentes colectivos a que se refiere la Directriz cuestionada por 

el señor promotor de la queja, puesto que, entre otras cosas, tampoco es absolutamente 

evidente la existencia de «términos de comparación» idénticos entre los diferentes grupos 

de personas referidos en la directriz lo que hace difícil apreciar una situación de 

discriminación (al menos de modo obvio y sin prejuzgar naturalmente lo que pudieran 

resolver al respecto los Tribunales de Justicia si se suscitara una impugnación). 

Ahora bien, dicho lo anterior, y al margen de cualquier comparación, debe subrayarse 

nuevamente que los integrantes del PIF son empleados públicos, lo que, al entender de esta 

Institución, lleva a la Universidad de Zaragoza (en cuanto empleador) a tener que esforzarse 

en proporcionar un espacio físico y los elementos de trabajo indispensables a estos efectos. 

A favor de esta conclusión militan, desde luego, diversas normas vigentes en este momento 

en España (arts. 20 y 21 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la 

Innovación, desarrollados por el Real Decreto 103/2019, de 1 de marzo, por el que se 

aprueba el Estatuto del personal investigador predoctoral en formación, en adelante, Real 

Decreto 103/2019); normas que han supuesto la culminación de un progresivo cambio de 

régimen jurídico del personal investigador en formación que, en feliz expresión doctrinal 

(Josep MORENO GENÉ, «El personal investigador en formación: el difícil equilibrio entre 

la finalidad formativa y la finalidad productiva de esta figura», IUSLabor 3/2017), «ha 

basculado desde una concepción inicial que consideraba a este colectivo como meros 

becarios a la consideración de los mismos como auténticos trabajadores». 

Precisamente, el art. 8 del Real Decreto 103/2019 prevé que las condiciones de trabajo 

aplicables al personal investigador predoctoral en formación sean las que establece el 

convenio colectivo aplicable a la entidad empleadora respecto al personal con titulación de 

licenciado, ingeniero o grado universitario, definiéndose por tanto un estatuto 

sustancialmente equiparable a los otros titulados del centro de investigación. 

Por añadidura, el art. 12 delimita derechos específicos en materia de investigación al 

personal investigador, entre el que cabe destacar, inicialmente, el de «obtener de los 

organismos, centros o instituciones a los que se adscriban la colaboración y el apoyo 

necesarios para el desarrollo de la actividad de formación y especialización científica y 

técnica correspondiente a su formación» [b)]. En la queja, se ha citado expresamente el 

derecho previsto en el apartado c) de este mismo precepto, en el que se reconoce el derecho 

al «cumplimiento, por parte de los organismos, centros o instituciones, de la observancia de 

las normativas nacionales, estatales o sectoriales en materia de salud y seguridad laboral», 

por lo que «las entidades contratantes deberán velar para que las condiciones laborales del 

personal investigador predoctoral en formación, incluido aquel con discapacidad, 

garanticen el rendimiento de la investigación de conformidad con la legislación vigente y 

con los colectivos nacionales, estatales o sectoriales». Así mismo, se recoge el compromiso 



 

13/15 
Palacio de Armijo | Don Juan de Aragón, 7 | 50001 Zaragoza  

900 210 210 | eljusticiadearagon.es  

de proporcionar unas condiciones de trabajo que permitan al personal investigador 

predoctoral en formación conciliar la vida familiar, el trabajo y el desarrollo de las 

actividades profesionales. 

Es decir, se impone reglamentariamente una implicación indudable de los centros de 

investigación con las condiciones de trabajo del PIF, lo que, por lo demás, aparece también 

entre las obligaciones de los centros beneficiarios de las subvenciones con las que se 

financian estos contratos laborales dirigidos fundamentalmente a elaborar la tesis doctoral. 

Así, en aplicación de las líneas de fomento dimanantes de la Administración autonómica 

aragoneses, los «centros beneficiarios» (en nuestro caso, la Universidad) deben 

«proporcionar al contratado el apoyo necesario y facilitar la utilización de los medios, 

instrumentos o equipos que resulten precisos para el normal desarrollo de la actividad, 

apoyando la formación del contratado y facilitando cualquier actividad que sea necesaria 

para su mejor formación u orientación profesional y de empleo, así como la autorización 

y comunicación de la realización de estancias breves en centros de investigación, 

asistencia y participación en congresos u otras actividades relacionadas con su 

investigación» [base vigesimotercera, apartado c) de la Orden CUS/581/2020, de 26 de 

junio, por la que se convocan subvenciones destinadas a la contratación de personal 

investigador predoctoral en formación para el período 2020-2024]. 

Por otro lado, el propio Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, del Estatuto 

Básico del Empleado Público (EBEP), reconoce, en su art. 14, un derecho de los empleados 

públicos «al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición 

profesional», lo que debería conllevar que, para garantizar tal desempeño efectivo de dichas 

funciones o tareas, se provean por parte de la Administración los instrumentos necesarios 

para el desempeño de dichas obligaciones. En este sentido, también puede  presuponerse la 

puesta a disposición de recursos públicos a todo empleado público, en tanto en cuanto el 

art. 54 del EBEP establece una obligación de estos servidores públicos en orden a la 

conservación y observancia de una determinada conducta en relación con el patrimonio 

público («administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los 

mismos en provecho propio o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar 

por su conservación»). 

Es razonable considerar que, en las circunstancias expuestas al comienzo de esta 

consideración jurídica sobre las variaciones en el número de empleados públicos de la 

Universidad, los miembros del PIF no puedan contar con despachos individuales o, incluso, 

colectivos, pero, desde esta Institución, sí que se considera oportuno exhortar a la 

Universidad de Zaragoza, para que se arbitren, de acuerdo con las medidas sanitarias 

imperantes en estos momentos, espacios colectivos con los medios necesarios en cada 

centro de investigación para estos empleados públicos (u otras fórmulas que el buen sentido 

de los máximos responsables universitarios encuentren para dotar de un espacio e 

instrumentos mínimos de trabajo a estos señores, teniendo en cuenta, en lo que proceda, 
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los medios que pudieran traer causa de la financiación dimanante de los proyectos de 

investigación que pudieran haberse obtenido en el correspondiente Departamento o centro 

de investigación). 

Respecto a la disponibilidad de medios informáticos, esta Institución debe tener en cuenta, 

además de lo ya dicho respecto a la provisión de los medios de trabajo a los empleados 

públicos, modernos planteamientos legislativos presentes en la legislación española que, 

aunque no referidos específicamente a la situación analizada en esta queja,  sí que vienen a 

constituir un punto de referencia general adicional que también puede ser aprovechado para 

el presente asunto, aunque sea a título meramente complementario. En concreto, el art. 81 

de la reciente Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

Garantía de los Derechos Digitales (en adelante, Ley Orgánica 3/2018) ha venido a 

garantizar, de modo pionero según ha manifestado la doctrina científica (así Artemi RALLO 

LOMBARTE, «Del derecho a la protección de datos a la garantía de nuevos derechos 

digitales», en el libro dirigido por este autor, Tratado de Protección de Datos, Tirant lo 

Blanch, Valencia, 2019, pp. 28-29), un derecho de acceso universal a internet, lo que 

presenta una dimensión prestacional indudable que concierne a la Administración.  

Procede, por tanto, interpretar sistemáticamente el mencionado art. 81 de la Ley Orgánica 

3/2018, en relación con los derechos de los empleados públicos a que se refiere el art. 14 del 

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, del Estatuto Básico del Empleado 

Público y normativa concordante; interpretación sistemática de la que derivaría que debería 

facilitarse este acceso a los empleados públicos de la Administración y, en buena lógica, 

disponibilidad de medios informáticos. 

En consecuencia, desde esta Institución, siendo conscientes de las importantes dificultades 

de la Universidad de Zaragoza ya señaladas en función de la evolución de su plantilla, se 

sugiere que, en lo posible, se arbitren medidas para proporcionar al personal investigador 

en formación, con vinculación laboral con la Universidad, los espacios y medios de trabajo 

necesarios (mesa, silla, ordenador, etc.) necesarios para el desarrollo de su labor. 
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III.- SUGERENCIA 

En cumplimiento de la Ley reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto SUGERIR  a la 

Universidad de Zaragoza que, en lo posible, adopte las medidas precisas para proporcionar 

al personal investigador en formación, con vinculación laboral con la Universidad, los 

espacios y medios de trabajo (mesa, silla, ordenador, etc.) necesarios para el desarrollo de 

su actividad investigadora y, en su caso, docente. 

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 

comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, 

las razones en que funde su negativa. 

 
Ángel Dolado 

Justicia de Aragón 


